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 Expediente N.º: EXP202209195

RESOLUCIÓN DE ARCHIVO DE ACTUACIONES

De las  actuaciones  practicadas  por  la  Agencia  Española  de  Protección  de
Datos y teniendo como base los siguientes

HECHOS

PRIMERO: Doña A.A.A. (en adelante, la parte reclamante), con fecha 28 de julio de
2022,  interpuso reclamación ante la Agencia Española de Protección de Datos.  La
reclamación se dirige contra INDIETECH OÜ (en adelante, la parte reclamada). 

Los motivos en que basa la reclamación son los siguientes:

La  recepción  de comunicaciones  electrónicas  comerciales,  manifestando  no
haber mantenido relación alguna con la entidad promocionada responsable. Indica que
la última comunicación recibida es de fecha 28 de julio de 2022 y aporta captura de
pantalla del cuerpo del mensaje recibido.

Junto a la notificación se aportan copia de dos correos electrónicos en el que le
indican que puede obtener una tarjeta de crédito, y anotación del correo electrónico en
el  que  ha  recibido  los  correos  electrónicos  en  la  Lista  Robinson  de  exclusión  de
publicidad.

SEGUNDO: De conformidad con el artículo 65.4 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de
diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales (en
adelante  LOPDGDD),  se  dio  traslado  de  dicha  reclamación  a  la  parte
reclamada/ALIAS, para que procediese a su análisis e informase a esta Agencia en el
plazo de un mes, de las acciones llevadas a cabo para adecuarse a los requisitos
previstos en la normativa de protección de datos.

El  traslado,  que se practicó  conforme a  las  normas establecidas  en la  Ley
39/2015,  de  1  de  octubre,  del  Procedimiento  Administrativo  Común  de  las
Administraciones Públicas (en adelante, LPACAP) mediante correo postal certificado,
fue devuelto por ausente.

TERCERO: Previamente a la admisión a trámite de la reclamación se ha constatado
que existen numerosas páginas web de contenido idéntico en distintos idiomas, todas
las cuales recogen a la misma entidad como responsable de la misma, con distintas
direcciones, supuestamente registrada con el IVA EE102204759. Ejemplos:

- https://thecreditstacker.com/privacy-policy/
- https://themadcapitalist.com/terms/
- https://senhorcarros.com/terms/

Una  página  web,  www.teatmik.ee,  recoge  los  siguientes  datos  sobre
INDIETECH ÖU:
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Número de registro 14805865
Fecha de registro: 16.09.2019
Dirección: Harju maakond, Tallinn, Kristiine linnaosa, Keemia tn 4, 10616

Dos de las direcciones (correo y postal) probadas han resultado ser falsas.

También aparece asociada a la web objeto de reclamación la entidad NeoPub
ÖU con número de registro 16338675 y dirección Sepapaja 6, 10616 Tallinn, Harju
Estonia, pero parece no ser la responsable del contenido.

CUARTO: Con fecha 17 de octubre de 2022, de conformidad con el artículo 65 de la
LOPDGDD, se admitió a trámite la reclamación presentada por la parte reclamante.
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I
 Competencia

De acuerdo con lo establecido en el artículo 43.1 de la Ley 34/2002, de 11 de
Julio,  de servicios de la  sociedad de la  información y de comercio electrónico (en
adelante LSSI) y según lo dispuesto en los artículos 47 y 48.1 de la Ley Orgánica
3/2018,  de  5  de  diciembre,  de  Protección  de  Datos  Personales  y  garantía  de los
derechos digitales  (en lo  sucesivo  LOPDGDD),  es competente  para resolver  estas
actuaciones de investigación la Directora de la Agencia Española de Protección de
Datos.

Asimismo, el artículo 63.2 de la LOPDGDD determina que: "Los procedimientos
tramitados por la Agencia Española de Protección de Datos se regirán por lo dispuesto
en el Reglamento (UE) 2016/679, en la presente ley orgánica, por las disposiciones
reglamentarias dictadas en su desarrollo y, en cuanto no las contradigan, con carácter
subsidiario, por las normas generales sobre los procedimientos administrativos."

Por último, la Disposición adicional cuarta  "Procedimiento en relación con las
competencias  atribuidas  a  la  Agencia  Española  de Protección  de Datos  por  otras
leyes" establece que: "Lo dispuesto en el Título VIII y en sus normas de desarrollo
será de aplicación a los procedimientos que la Agencia Española de Protección de
Datos hubiera de tramitar en ejercicio de las competencias que le fueran atribuidas por
otras leyes."

II
 Prohibición de comunicaciones comerciales realizadas a través de correo electrónico

o medios de comunicación electrónica equivalentes

Actualmente se denomina  “spam” a todo tipo de comunicación no solicitada,
realizada por vía electrónica. De este modo se entiende por “spam” cualquier mensaje
no solicitado  y que,  normalmente,  tiene el  fin  de ofertar,  comercializar  o  tratar  de
despertar el interés respecto de un producto, servicio o empresa. Aunque se puede
hacer por distintas vías, la más utilizada es el correo electrónico.
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Esta conducta es particularmente grave cuando se realiza en forma masiva. El
envío  de  mensajes  comerciales  sin  el  consentimiento  previo  está  prohibido  por  la
legislación española.

El  bajo coste de los envíos de correos electrónicos vía Internet  o mediante
telefonía móvil (SMS y MMS), su posible anonimato, la velocidad con que llega a los
destinatarios y las posibilidades que ofrece en cuanto al volumen de las transmisiones,
han permitido que esta práctica se realice de forma abusiva e indiscriminada.

La  LSSI,  en  su  artículo  21.1,  prohíbe  de  forma  expresa  “el  envío  de
comunicaciones publicitarias o promocionales por correo electrónico u otro medio de
comunicación electrónica equivalente que previamente no hubieran sido solicitadas o
expresamente  autorizadas  por  los  destinatarios  de  las  mismas”.  Es  decir,  se
desautorizan  las  comunicaciones  comerciales  dirigidas  a  la  promoción  directa  o
indirecta de los bienes o servicios de una empresa, organización o persona que realice
una actividad comercial, industrial, artesanal o profesional, sin consentimiento expreso
del destinatario,  si bien esta prohibición encuentra su excepción en apartado 2 del
citado  artículo  21,  que  autoriza  el  envío  de  comunicaciones  comerciales  cuando
“exista una relación contractual previa, siempre que el prestador hubiera obtenido de
forma lícita los datos de contacto del destinatario y los empleara para el envío de
comunicaciones comerciales referentes a productos o servicios de su propia empresa
que sean similares a los que inicialmente fueron objeto de contratación con el cliente”.
De  este  modo,  el  envío  de  comunicaciones  comerciales  no  solicitadas,  fuera  del
supuesto excepcional del artículo 21.2 de la LSSI, puede constituir una infracción leve
o grave de la LSSI.

Así las cosas, de acuerdo con dichas normas, el consentimiento, además de
previo, específico e inequívoco, deberá ser informado. Y esta información deberá ser
plena y exacta acerca del sector de actividad del que puede recibir  publicidad, con
advertencia sobre el derecho a denegar o retirar el consentimiento. Esta información
así configurada debe tomarse como un presupuesto necesario para otorgar validez a
la manifestación de voluntad del afectado.

Como ya se ha señalado, la LSSI prohíbe las comunicaciones comerciales no
solicitadas o expresamente autorizadas, partiendo de un concepto de comunicación
comercial  que se califica como servicio de la sociedad de la  información y que se
define en su Anexo de la siguiente manera: 

“f)  Comunicación  comercial»:  toda  forma  de  comunicación  dirigida  a  la
promoción,  directa  o  indirecta,  de  la  imagen  o  de  los  bienes  o  servicios  de  una
empresa,  organización  o  persona  que  realice  una  actividad  comercial,  industrial,
artesanal o profesional.

A efectos de esta Ley, no tendrán la consideración de comunicación comercial
los datos que permitan acceder directamente a la actividad de una persona, empresa
u organización, tales como el nombre de dominio o la dirección de correo electrónico,
ni las comunicaciones relativas a los bienes, los servicios o la imagen que se ofrezca
cuando sean elaboradas por un tercero y sin contraprestación económica”.
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El concepto de comunicación comercial, de acuerdo con la definición recogida
en  el  Anexo  f),  párrafo  primero  de  la  LSSI,  engloba  todas  las  formas  de
comunicaciones destinadas a promocionar directa o indirectamente bienes, servicios o
la  imagen  de  una  empresa,  organización  o  persona  con  una  actividad  comercial,
industrial, artesanal o profesional. 

Por otro lado, la LSSI en su Anexo a) define “Servicio de la Sociedad de la
Información” como “todo servicio prestado normalmente a título oneroso, a distancia,
por vía electrónica y a petición individual del destinatario

El concepto de servicio de la sociedad de la información comprende también
los servicios no remunerados por sus destinatarios, en la medida en que constituyan
una actividad económica para el prestador de servicios”.

Añade el referido apartado que el envío de comunicaciones comerciales es un
servicio  de  la  sociedad  de  la  información,  siempre  que  represente  una  actividad
económica.

Según el  apartado d) del  citado Anexo,  destinatario  es la  “persona física o
jurídica que utiliza, sea o no por motivos profesionales, un servicio de la sociedad de
la información”

De lo anterior se deduce que, cuando la comunicación comercial no reúne los
requisitos que requiere el concepto de Servicios de la Sociedad de la Información,
pierde el carácter de comunicación comercial. En este sentido el párrafo segundo del
Anexo f) de la LSSI señala dos supuestos, que no tendrán, a los efectos de esta Ley,
la  consideración  de  comunicación  comercial.  Por  un  lado,  los  datos  que  permitan
acceder directamente a la actividad de una persona, empresa u organización, tales
como el  nombre  de  dominio  o  la  dirección  de  correo  electrónico,  y,  por  otro,  las
comunicaciones relativas a los bienes, los servicios o la imagen que se ofrezca cuando
sean elaboradas por un tercero y sin contraprestación económica. 

III
Infracciones y sanciones

El Título VII de la LSSI bajo la rúbrica  “Infracciones y sanciones” contiene el
régimen sancionador aplicable en caso de que se produzca alguna de las infracciones
contenidas en el cuadro de infracciones que en el mismo se recoge.

En concreto, el artículo 37 especifica que  “los prestadores de servicios de la
sociedad de la información están sujetos al régimen sancionador establecido en este
Título cuando la presente Ley les sea de aplicación.”

La definición de prestador del servicio se contiene en el apartado c) del Anexo
de  la  citada  norma  que  considera  como  tal  la  “persona  física  o  jurídica  que
proporciona un servicio de la sociedad de la información.”

Los hechos podrían constituir una infracción, imputable a la entidad reclamada,
por vulneración del artículo 21.1 LSSI, que señala lo siguiente:
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“1. Queda prohibido el envío de comunicaciones publicitarias o promocionales
por  correo  electrónico  u  otro  medio  de  comunicación  electrónica  equivalente  que
previamente  no  hubieran  sido  solicitadas  o  expresamente  autorizadas  por  los
destinatarios de las mismas.”

La citada infracción se encuentra tipificada como leve en el artículo 38.4.d) de
la LSSI, que califica como tal, “El envío de comunicaciones comerciales por correo
electrónico u otro medio de comunicación electrónica equivalente cuando en dichos
envíos no se cumplan los requisitos establecidos en el  artículo 21 y no constituya
infracción grave”.

IV
 Conclusión

Los hechos objeto de reclamación podrían ser constitutivos de una infracción a
lo establecido en el artículo 21.1 de la LSSI.

Con  carácter  previo  al  inicio  de  actuaciones  sancionadoras,  es  necesario
identificar al presunto responsable de la infracción administrativa.

El  artículo  64  de  la  Ley  39/2015,  de  1  de  octubre,  del  Procedimiento
Administrativo  Común  de  las  Administraciones  Públicas,  referido  al  Acuerdo  de
iniciación en los procedimientos de naturaleza sancionadora, establece lo siguiente:

“1. El acuerdo de iniciación se comunicará al instructor del procedimiento, con
traslado de cuantas actuaciones existan al respecto, y se notificará a los interesados,
entendiendo en todo caso por tal al inculpado. Asimismo, la incoación se comunicará
al denunciante cuando las normas reguladoras del procedimiento así lo prevean.

2. El acuerdo de iniciación deberá contener al menos:
a) Identificación de la persona o personas presuntamente responsables.
…”

Actualmente la parte reclamada no está suficientemente identificada y no pare-
ce posible contactar con la misma. 

Así pues, de acuerdo con lo señalado, por la Directora de la Agencia Española
de Protección de Datos,

SE ACUERDA:

PRIMERO: PROCEDER AL ARCHIVO de las presentes actuaciones.

SEGUNDO: NOTIFICAR la presente resolución a Doña A.A.A.. 

De  conformidad  con  lo  establecido  en  el  artículo  50  de  la  LOPDGDD,  la
presente Resolución se hará pública una vez haya sido notificada a los interesados. 

Contra  esta  resolución,  que  pone  fin  a  la  vía  administrativa  según  lo
preceptuado por el art. 114.1.c) de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento
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Administrativo  Común  de  las  Administraciones  Públicas,  y  de  conformidad  con  lo
establecido en los arts.  112 y 123 de la  citada Ley 39/2015,  de 1 de octubre,  los
interesados  podrán  interponer,  potestativamente,  recurso  de  reposición  ante  la
Directora de la Agencia Española de Protección de Datos en el plazo de un mes a
contar  desde  el  día  siguiente  a  la  notificación  de  esta  resolución  o  directamente
recurso contencioso administrativo ante la Sala de lo Contencioso-administrativo de la
Audiencia Nacional, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 25 y en el apartado 5 de
la disposición adicional  cuarta de la  Ley 29/1998,  de 13 de julio,  reguladora de la
Jurisdicción Contencioso-Administrativa, en el plazo de dos meses a contar desde el
día siguiente a la notificación de este acto, según lo previsto en el artículo 46.1 de la
referida Ley.

940-110422

Mar España Martí
Directora de la Agencia Española de Protección de Datos
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